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Juzgado de Primera Instancia núm. 24 de Palma de Mallorca 

Procedimiento ordinario 542/2019 

 

AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA NÚM. 24 DE PALMA DE 
MALLORCA 

 

MARÍA MAGINA BORRÁS SANSALONI, Procuradora de los Tribunales 
y de GRUPO DE TURISMO GAVIOTA, S.A. (“Gaviota”), cuya representación 
acredito mediante escritura pública de poder que aporto (Documento núm. 1), 
bajo la defensa letrada de D. Ignacio Díez-Picazo Giménez, en el procedimiento 
ordinario 542/2019 entablado por CENTRAL SANTA LUCÍA, L.C. (“Central 
Santa Lucía”) frente a MELIÁ HOTELS INTERNATIONAL, S.A. (“Meliá”), la 
REPÚBLICA DE CUBA y Gaviota, como codemandadas, como mejor proceda en 
Derecho, DIGO:  

Que mediante este escrito comparezco en el procedimiento ordinario 
542/2019 y propongo 

 

DECLINATORIA 

 

I. ANTECEDENTES 

1. Este escrito va a comenzar con una concisa exposición de ciertos 
antecedentes de este procedimiento. La razón es que esta parte codemandada 
comparece y propone declinatoria en el seno de un procedimiento cuya situación 
procesal dista de ser la normal o habitual en el momento en que típicamente un 
demandado es llamado a comparecer y lo hace a los solos efectos de impugnar la 
jurisdicción y la competencia internacional del tribunal. Dicho llanamente, 
muchas cosas han pasado antes de este trámite. Y aunque obviamente el Juzgado 
las conoce bien, conviene sintetizarlas porque son relevantes a los efectos de esta 
declinatoria. 

2. El día 3 de junio de 2019 se presentó demanda por parte de Central Santa 
Lucía contra Meliá. La demanda contiene un suplico consistente en que se 
condene a Meliá a pagar a Central Santa Lucía las ganancias obtenidas durante 
los cinco años inmediatamente anteriores a la interposición de la demanda con la 
explotación de los establecimientos Sol Río y Luna Mares y el hotel Paradisus Río 
de Oro que se dicen ubicados en las pretendidas propiedades que la demandante 
alega “confiscadas” por el Gobierno de la República de Cuba. Esas ganancias, 
según la actora, se determinarán en fase de prueba y se fijan indiciariamente en 
diez millones de euros. En síntesis, se ejercita una demanda de enriquecimiento 
injusto frente a Meliá por la “explotación” de determinados establecimientos 
hoteleros en Cuba. 

3. Meliá interpuso una declinatoria por falta de jurisdicción y competencia 
internacional de los tribunales españoles. El día 2 de septiembre de 2019 el 
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Juzgado dictó un auto estimatorio de la declinatoria propuesta y declaró su falta 
de jurisdicción y competencia para conocer del procedimiento. 

4. El auto fue recurrido en apelación y revocado por la Audiencia 
Provincial de Palma de Mallorca el 18 de marzo de 2020. 

 
5. Acordada la continuación del procedimiento, Meliá presentó 

contestación a la demanda, en la que, junto a otras excepciones procesales y 
materiales, alegó falta de litisconsorcio pasivo necesario. 

 
6. Se celebró audiencia previa el 24 de noviembre de 2020 en la que se 

estimó la excepción de falta de litisconsorcio pasivo necesario. La excepción fue 
estimada en la audiencia, pero la juzgadora decidió dictar un auto, de fecha 30 
de noviembre de 2020, motivando extensamente por qué se apreciaba el 
litisconsorcio necesario. Este auto no fue recurrido por la demandante y devino 
firme. 

 
7. El 5 de enero de 2021 la demandante presentó un escrito de ampliación 

de la demanda, dirigiéndola contra la República de Cuba y contra Gaviota. 
Interesa destacar que en el suplico de dicho escrito se pide que se tenga por 
ampliada la demanda frente a la República de Cuba y frente a Gaviota, 
“solicitando frente a los mismos que se les condene a pasar por el 
pronunciamiento de condena” a Meliá. 
 

8. Presentada esta ampliación, el Juzgado dictó una providencia, de fecha 
11 de enero de 2021, por la que, detectada una posible falta de jurisdicción y de 
competencia internacional “para conocer del presente procedimiento por ir 
dirigido frente a la República de Cuba”, se daba traslado a las partes para 
alegaciones. El Juzgado, por tanto, incoó un incidente ex officio sobre falta de 
jurisdicción y de competencia internacional. 

 
9. En la misma fecha se dictó otra providencia por la que se comunicó la 

existencia del procedimiento al Ministerio Fiscal y al Ministerio de Asuntos 
Exteriores y Cooperación para que emitiese el informe previsto en el artículo 27.2 
LCJI. 

 
10. Dentro del plazo concedido Central Santa Lucía presentó un escrito en 

el que defendía la competencia internacional y la jurisdicción del Juzgado para 
conocer del procedimiento. Por su parte, el Ministerio Fiscal y Meliá presentaron 
sendos escritos en los que alegaban la falta de jurisdicción y de competencia 
internacional del Juzgado para el conocimiento de la controversia. 

 
11. El Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación presentó el 9 de 

abril de 2021 el informe requerido. En este se argumentaba que la nacionalización 
de bienes acordada por la República de Cuba en el año 1960 era un acto iure 
imperii amparado por la inmunidad de jurisdicción ante los tribunales españoles. 
También consideraba que, a falta de más datos, las relaciones contractuales entre 
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Meliá y Gaviota pudieran no estar cubiertas por la mencionada inmunidad de 
jurisdicción. 

 
12. Tras lo anterior, el Juzgado dictó Auto de fecha 3 de mayo de 2021 por 

el que declaraba la falta de jurisdicción de los tribunales españoles para conocer 
del presente pleito y decretaba el sobreseimiento de las actuaciones. 

 
13. El 23 de junio de 2021 el Juzgado dictó un Auto por el que acordó una 

nulidad de actuaciones, al apreciar que el modo en que se había intentado 
emplazar a la República de Cuba y a Gaviota no había sido correcto y se había 
declarado indebidamente su rebeldía en este procedimiento. Mediante 
providencia de la misma fecha el Juzgado acordó la suspensión del 
procedimiento con base en el artículo 24 LCJI hasta la acreditación del regular 
emplazamiento de la República de Cuba. 

 
14. Se emitió cédula de emplazamiento de la República de Cuba y de 

Gaviota, que fue remitida al Ministerio de Justicia para su tramitación. Con fecha 
31 de marzo de 2022 se expidió la correspondiente comisión rogatoria. 

 
15. La comisión rogatoria fue cumplimentada por la Embajada del Reino 

de España ante el Ministerio de Asuntos Exteriores de la República de Cuba. 
 

16. La cédula de emplazamiento de Gaviota fue diligenciada por la Sala de 
lo Mercantil del Tribunal Supremo Popular de la República de Cuba el pasado 
día 12 de septiembre de 2022; fecha esta en la que, por tanto, resultó emplazada 
mi representada Gaviota. Se aporta copia del Acta de Entrega de Documentos 
(Documento núm. 2). 

 
17. Recibida la cédula de emplazamiento y tras tomar conocimiento de su 

contenido, y de que la República de Cuba era igualmente demandada, Gaviota 
se dirigió a las autoridades cubanas competentes para conocer cuál era la postura 
oficial de la República de Cuba. Gaviota tomó entonces conocimiento de que, tras 
la cumplimentación de la comisión rogatoria por el Reino de España, la República 
de Cuba había emitido nota verbal afirmando su inmunidad de jurisdicción. Se 
aportan copias de la carta dirigida por el Presidente Ejecutivo de Grupo de 
Turismo Gaviota, S.A. al Ministro de Relaciones Exteriores de la República de 
Cuba y de la carta de respuesta (Documento núm. 3). De esta última interesa 
destacar lo siguiente: 

 
“Atendiendo a su solicitud, le informo que la República de Cuba, como Estado soberano, 
goza de inmunidad de jurisdicción y ejecución, de acuerdo al Derecho Internacional, por 
lo que no se considera emplazado ni obligado a comparecer ante ningún tribunal 
extranjero. 
  
La posición expresada consta en la Nota Verbal No. 1355, de fecha 6 de julio de 2022, 
remitida a la Embajada del Reino de España.” 
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18. Obviamente la nota verbal habrá sido remitida a España para su 
comunicación al Juzgado. En todo caso, el texto anterior puede considerarse 
expresión precisa de la posición del Estado cubano. 

 
19. La cédula de emplazamiento viene acompañada de la demanda, mas 

también de toda la documentación de las actuaciones hasta la fecha. Importa 
destacar que al emplazamiento se acompaña notificación de la ya citada 
providencia de fecha 11 de enero de 2021, por la que se daba traslado a las partes 
para alegaciones sobre una posible falta de jurisdicción y de competencia 
internacional. 

 

II. CONSIDERACIÓN PRELIMINAR 

1. Dentro de los diez días siguientes al emplazamiento Gaviota comparece 
en este procedimiento y propone en forma declinatoria. 

2. Gaviota no va a hacer en este escrito ninguna consideración sobre el 
fondo de la demanda, salvo exclusivamente en lo que resulte imprescindible para 
argumentar la falta de jurisdicción y de competencia internacional de los 
tribunales españoles para conocer de ella. 

3. La voluntad expresa e inequívoca de Gaviota es la de comparecer a los 
meros efectos de alegar la falta de jurisdicción y de competencia internacional de 
los tribunales españoles. Por eso, la única gestión que hacemos es la de proponer 
en forma esta declinatoria. 

4. Dicho lo anterior, Gaviota comparece en un procedimiento en que está 
incoado y pendiente de resolución un incidente ex officio cuyo objeto es, 
precisamente, la falta de jurisdicción y de competencia internacional de los 
tribunales españoles, es decir, que tiene el mismo objeto y alcance que la 
declinatoria propuesta. Es más, a Gaviota se le ha dado también traslado de la 
providencia de 11 de enero de 2021 por la que se emplaza a las partes para hacer 
alegaciones en este sentido. Pues bien, si el Juzgado considera que, cuando alce 
la suspensión del curso de los autos, ese incidente debe ser resuelto con carácter 
previo a la incoación de esta declinatoria, Gaviota no se opone a ello y pide al 
Juzgado que tenga en cuenta las alegaciones de esta declinatoria a los meros 
efectos de hacer valer la falta de jurisdicción y de competencia internacional de 
los tribunales españoles en ese incidente. 

5. En todo caso, que Gaviota no haga más referencias al fondo de la 
controversia que las estrictamente necesarias para fundar la falta de jurisdicción 
y de competencia internacional de los tribunales españoles no puede ser tomado, 
en absoluto, como aquiescencia o aceptación de ninguno de los términos de la 
demanda, ni como admisión de hecho alguno. 

 

III. SÍNTESIS DE LOS MOTIVOS 
 

1. Para mayor claridad del Juzgado empezaremos por sintetizar los 
motivos en que Gaviota funda la declinatoria. 
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2. Primer motivo: falta de jurisdicción de los tribunales españoles. 
 
Los tribunales españoles carecen de jurisdicción por la inmunidad de 

jurisdicción de que goza la República de Cuba, que ha hecho expresa declaración 
para hacerla valer. Dado que existe un litisconsorcio pasivo necesario entre la 
República de Cuba, Meliá y Gaviota, la falta de jurisdicción se extiende 
indefectiblemente a todos los demandados. El enjuiciamiento de las pretensiones 
de Central Santa Lucía exige, en cualquier caso, un pronunciamiento sobre actos 
iure imperii de la República de Cuba. Además, se trata de actos que se proyectan 
sobre bienes ubicados dentro del territorio del Estado cubano sin efectos 
extraterritoriales en España. 

 
3. Segundo motivo: falta de competencia internacional de los tribunales 

españoles. 
 
En defecto de lo anterior, los tribunales españoles carecen de competencia 

judicial internacional para enjuiciar la pretensión ejercitada frente a Gaviota de 
que se la “condene a pasar por el pronunciamiento de condena” frente a Meliá: i) 
porque se trata de una acción de enriquecimiento injusto vinculada con una 
relación jurídica preexistente de naturaleza real inmobiliaria, lo que en todo caso 
exige contradecir un derecho de propiedad de un bien radicado en el extranjero; 
y ii) porque la competencia judicial internacional frente a Gaviota no puede 
fundarse en el foro de la pluralidad de demandados. 

 
IV. SOBRE GAVIOTA 

1. Grupo de Turismo Gaviota, S.A. es una sociedad mercantil de capital 
totalmente cubano, constituida por tiempo indefinido, mediante escritura de 22 
de mayo de 1990 e inscrita en el Registro Central de Compañías Anónimas y en 
el Registro Mercantil de La Habana con fecha 29 de mayo de 1990. 

2. El objeto principal de Gaviota es la explotación de hoteles y la prestación 
de otros servicios turísticos. 

3. En lo que se refiere al negocio hotelero en Cuba resulta relevante 
precisar lo siguiente. Los terrenos a los que se refiere la demanda son 
reconocidamente propiedad del Estado cubano, que, a su vez, tiene concedido a 
la empresa Inmobiliaria Almest un derecho real de superficie sobre los mismos, 
que la habilita para construir hoteles sobre ellos. Es esta empresa la que ha 
construido los establecimientos hoteleros sobre los que versa la demanda. Por 
tanto, es esta empresa cubana, y no Gaviota, la propietaria de los hoteles 
construidos sobre los terrenos propiedad del Estado cubano.  

4. Inmobiliaria Almest tiene cedidos en arrendamiento los hoteles para su 
explotación a Gaviota. Por lo tanto, Gaviota no es propietaria de los hoteles. Su 
título es de arrendataria y titular del negocio hotelero. Es en esa calidad que 
percibe los ingresos y soporta los gastos de la explotación. 

5. Gaviota, explotadora del negocio hotelero en virtud de lo anterior, tiene 
desde el año 2003 un contrato de gestión hotelera con la sociedad panameña 
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Gesmesol, S.A., miembro del grupo Meliá. Meliá no presta el servicio de gestión 
y administración de los hoteles, sino Gesmesol, que, aun integrante del grupo 
Meliá, es sociedad independiente. Es más, Gesmesol no explota el negocio 
hotelero. Se limita a la gestión hotelera. 

6. Por lo que ha podido apreciar esta parte, la codemandada Meliá ha 
aportado ya documentación acreditativa de todos estos extremos, que, por tanto, 
constan en autos. Por lo que en virtud del principio de adquisición procesal es 
ocioso que esta codemandada aporte los mismos documentos. 

7. Lo anterior ha de bastar a los efectos de este escrito. No obstante, no está 
de más proveer al Juzgado de alguna información complementaria, que sirva 
para dar cabal descripción del Grupo Gaviota, más allá del objeto de esta 
declinatoria. Ya hemos señalado que el Grupo de Turismo Gaviota S.A. fue 
constituido el 22 de mayo de 1990, como sociedad mercantil (sociedad anónima) 
al amparo del Código de Comercio vigente en la República de Cuba (código 
español de 1885, con las modificaciones introducidas al hacerlo extensivo a Cuba 
por R. D. de 28 de enero de 1886). El Grupo se concibió desde sus inicios como 
una entidad económica con patrimonio propio y personalidad jurídica propia 
destinada a dirigir, organizar y controlar el funcionamiento de las entidades 
subordinadas para garantizar el alojamiento, esparcimiento, recreación, 
actividades náuticas, gastronomía y la realización y promoción del turismo 
internacional. En el área internacional la política comercial estuvo encaminada a 
captar los segmentos de mercado, con la oferta de un producto turístico 
diferenciado por la calidad del servicio, singularidad y exclusividad de sus 
instalaciones dentro del producto turístico cubano. Actualmente, el Grupo de 
Turismo Gaviota cuenta con 108 hoteles y 37.609 habitaciones, de las cuales el 
86% es gestionado por 11 compañías hoteleras internacionales, de seis diferentes 
países, siendo las cadenas hoteleras españolas las principales. Los hoteles están 
distribuidos en los principales destinos turísticos cubanos: Pinar del Río, La 
Habana, Varadero, Cayo Santa María, Villa Clara, Cayo Coco, Ciego de Ávila, 
Topes de Collantes, Sancti Spiritus, y Holguín. De igual manera, cuenta con 
cuatro empresas enfocadas a la importación de suministros y servicios de 
lavandería, a los servicios náuticos y de marinas, agencia de viajes receptiva y 
transportista. Las marcas con que operan las entidades del Grupo son: Gaviota 
Hoteles (Hoteles de ciudad), Gaviota Hoteles Playa y Hoteles Habaguanex. 

 
V. FALTA DE JURISDICCIÓN DE LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES 

 
 V.1. Preliminar. 
 

1. En primer término, los tribunales españoles carecen de jurisdicción para 
conocer de la demanda frente a ninguno de los codemandados porque existe un 
litisconsorcio pasivo necesario y la República de Cuba tiene y ha hecho valer su 
inmunidad de jurisdicción. 
 
 2. Ya hemos señalado que este procedimiento dista de estar en el estado 
normal de un proceso civil en que un demandado típicamente comparece para 
proponer declinatoria tras la admisión de la demanda y su emplazamiento. Ello 
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significa que en este procedimiento, antes de nuestra personación, han acaecido 
hechos de todo punto relevantes que han de servir como premisas y que resulta 
necesario exponer, siquiera sea con brevedad. Desde luego, trataremos de no 
extendernos con aquello que al Juzgado le resulta conocido e incluso patente. 
También son premisas de la posición de Gaviota determinadas consideraciones 
jurídicas que estimamos irrefutables. 
 
 3. Sabe bien el Juzgado que ha dictado ya el Auto de fecha 3 de mayo de 
2021, en que, con posterioridad a la apreciación del litisconsorcio pasivo 
necesario, motivó de manera extensa la falta de jurisdicción de los tribunales 
españoles para conocer del presente pleito. La única razón para anular esa 
decisión fue la necesidad de retrotraer las actuaciones para emplazar 
correctamente a la República de Cuba y a Gaviota. Pues bien, ambas partes han 
sido ya emplazadas, Gaviota ha comparecido y formulado declinatoria y la 
República de Cuba ha hecho valer su inmunidad de jurisdicción. Ha de decir esta 
parte que los razonamientos del Auto de 3 de mayo de 2021 son de todo punto 
correctos. Basta con sumar estos datos al resto de los razonamientos jurídicos del 
mencionado Auto, en particular los de su fundamento de Derecho segundo, que 
siguen teniendo plena validez. Cuanto a continuación se dice es para reforzar, si 
cabe, la corrección de dichos razonamientos. En lo demás cabe remitirse a esa 
decisión y procede, a juicio de esta parte, sencillamente reiterarla.  
 

V.2. Las premisas. 
 

V.2.1. Primera premisa: El Juzgado ha declarado la existencia de un 
litisconsorcio pasivo necesario y la actora no ha recurrido esta decisión. El 
pronunciamiento ha sido consentido por Central Santa Lucía y es firme. 
 

1. Resulta notorio para el Juzgado que este dictó un extensamente 
motivado Auto de fecha 30 de noviembre de 2020 apreciando la existencia de un 
litisconsorcio pasivo necesario entre la República de Cuba, Meliá y Gaviota. 

 
2. No nos extenderemos innecesariamente en glosar al Juzgado las razones 

de esa decisión. Gaviota las comparte plenamente.  
 
3. Importa además resaltar que la decisión de la Audiencia Provincial, 

revocando en un momento temprano del procedimiento la estimación de la 
declinatoria que planteó Meliá y ordenando su continuación, se produjo en un 
momento procesal en que la falta de litisconsorcio pasivo necesario no había sido 
aún apreciada y, por consiguiente, tampoco aún dirigida la demanda frente a la 
República de Cuba y Gaviota. Es más, del tenor del Auto de la Audiencia 
Provincial se deduce que un elemento muy relevante de la decisión tomada fue, 
precisamente, que la República de Cuba no era codemandada. Esa situación ha 
cambiado, como es notorio. Por tanto, este cambio debe ser tenido muy en cuenta 
a la hora de juzgar la falta de jurisdicción de los tribunales españoles. 

 
4. Resulta de todo punto relevante también el hecho de que el 

pronunciamiento del Juzgado sobre la existencia de un litisconsorcio pasivo 
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necesario entre la República de Cuba, Gaviota y Meliá no ha sido recurrido por 
Central Santa Lucía. Se trata, por tanto, de un pronunciamiento procesal 
consentido por la actora y que ha devenido firme, con todas las consecuencias 
procesales que ello debe comportar. 
 

V.2.2. Segunda premisa: Existe una pretensión frente a la República de 
Cuba y frente a Gaviota, consistente en que se las “condene a pasar por el 
pronunciamiento de condena” a Meliá.  

 
1. Como ya se ha indicado, la demanda pide que se condene a Meliá a 

pagar a Central Santa Lucía las ganancias obtenidas durante los cinco años 
inmediatamente anteriores a la interposición de la demanda con la explotación 
de los establecimientos hoteleros Sol Río y Luna Mares y Paradisus Río de Oro, 
que se dicen ubicados en las propiedades que la demandante afirma que fueron 
de su propiedad y le fueron confiscadas por el Gobierno de la República de Cuba. 
Esas ganancias, según la actora, se determinarán en fase de prueba y se fijan 
indiciariamente en diez millones de euros. En la ampliación de la demanda frente 
a la República de Cuba y Gaviota se dice: “solicitando frente a los mismos que se 
les condene a pasar por el pronunciamiento de condena” a Meliá; y se transcribe 
literalmente el de la demanda. 

 
2. Es evidente que la demandante practica la ambigüedad. La condena “a 

estar y pasar” es una vieja y rancia táctica procesal, que muchas veces es una 
mera estratagema, dicho con todos los respetos. En ciertos casos sencillamente 
no significa nada, porque nada añade a lo demás que se haya pedido. En otros 
casos es una argucia para, en caso de triunfo, poder alegar que se ha ejercitado 
una pretensión de condena y pretender después su ejecución provisional. En el 
presente caso, esta parte aprecia una calculada ambigüedad, que debe ser 
denunciada para, si se nos permite la expresión, “levantar el velo” de lo 
pretendido. 

 
3. Llamamos la atención del Juzgado sobre las siguientes circunstancias: 
 
1ª) La pretensión frente a la República de Cuba y frente a Gaviota a “pasar 

por el pronunciamiento de condena” a Meliá es la única que se formula frente 
estas dos codemandadas. 

 
2ª) Es inasumible que no exista una pretensión frente a la República de 

Cuba y frente a Gaviota, porque la ampliación de la demanda se produce tras la 
apreciación de un litisconsorcio pasivo necesario entre las tres codemandadas y 
en el trámite de integración del contradictorio. Si hubiera de concluirse que no se 
ha ejercitado propiamente una pretensión frente a la República de Cuba y frente 
a Gaviota, estaríamos, necesariamente, ante un fraude procesal, porque no se 
habría integrado propiamente la litis. Procedería que el Juzgado sobreseyera por 
incumplimiento de la carga de subsanar la indebida constitución de la litis. 

 
3ª) Aunque Central Santa Lucía exprese que pide una “condena” frente a 

la República de Cuba y frente a Meliá, es evidente que la sedicente condena a 
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“estar y pasar” no es una acción de condena, como lo prueba que, incluso en la 
hipótesis de ser estimada, no conllevaría ningún dar, hacer o no hacer por parte 
de la República de Cuba ni de Gaviota. Lo que se está ejercitando frente a la 
República de Cuba y frente a Gaviota es propiamente una acción 
merodeclarativa. 

 
4ª) Es Central Santa Lucía la que expresamente pide que la condena a 

Meliá (por la que a su vez pide que deben estar y pasar la República de Cuba y 
Gaviota) se habría de fundar en que las ganancias obtenidas por Meliá derivan 
de la explotación de hoteles “ubicados en las propiedades de mi mandante 
confiscadas por el Gobierno de la República de Cuba”. El suplico de la demanda 
y de la ampliación a la demanda incorpora la petición de que se declare que las 
fincas fueron “confiscadas” por la República de Cuba. El suplico contiene 
expresamente la supuesta causa de la ilicitud, según la actora. Por tanto, la 
estimación de la demanda ampliada exige necesariamente, según sus propios 
términos, declarar que las fincas fueron “confiscadas”. Es obvio que, dentro de 
su calculada ambigüedad, Central Santa Lucía pretendería extender a la 
República de Cuba y a Gaviota los efectos de cosa juzgada de serle favorables. 
 

V.2.3. Tercera premisa: La República de Cuba ha hecho valer su 
inmunidad de jurisdicción. 
 

1. La República de Cuba no solo no ha renunciado a su inmunidad, sino 
que por vía diplomática ha hecho saber al Reino de España que goza de 
inmunidad de jurisdicción. Aportamos como Documento núm. 3 copia de las 
comunicaciones habidas entre Gaviota y la República de Cuba tras el 
emplazamiento. Gaviota, a la vista del contenido de la demanda, y siendo una 
sociedad de capital cubano, lógica y diligentemente se dirigió a las autoridades 
cubanas para tomar conocimiento de su postura en este procedimiento. En todo 
caso, es evidente que esa posición de la República de Cuba habrá de ser 
comunicada formalmente al Juzgado, si no lo ha sido ya antes de la personación 
de esta parte. 

 
2. Ha de resaltarse que, según el artículo 51 de la L.O. 16/2015, la 

inmunidad de jurisdicción rige en la medida en que el Estado extranjero sea parte 
en el procedimiento. La República de Cuba es parte codemandada desde que el 
Juzgado apreció la existencia del litisconsorcio. 

 
3. Ha de resaltarse igualmente que según el artículo 49 de la L.O. 16/2015, 

la inmunidad de jurisdicción debe ser apreciada de oficio.  
 

V.2.4. Cuarta premisa: Es evidente que la República de Cuba tiene 
inmunidad de jurisdicción en el presente caso. 

 
1. No puede ponerse en tela de juicio que la nacionalización de los terrenos 

sobre los que están edificados los hoteles fue un acto iure imperii, que afecta de 
manera directa a la soberanía de la República de Cuba. Ni siquiera el demandado 
lo pone en duda.   



 

 10 

2. El pronunciamiento de fondo sobre la demanda comportaría en todo 
caso analizar la licitud de un acto legislativo de la República de Cuba. Es difícil 
concebir un supuesto más claro de inmunidad de jurisdicción. Nótese que la 
pretendida declaración expresa de la ilicitud del acto de la República de Cuba 
está inserta en la redacción misma del suplico de la demanda: 

“SUPLICO AL JUZGADO, […] tenga por ampliada la demanda frente a la 
REPÚBLICA DE CUBA, y frente a GAVIOTA, SA -Grupo de Turismo-, 
solicitando frente a los mismos que se les condene a pasar por el pronunciamiento 
de condena a MELIÁ HOTELS INTERNATIONAL S.A., a pagar a CENTRAL 
SANTA LUCIA, L.C. las ganancias obtenidas durante los cinco años 
inmediatamente anteriores a la interposición de la presente demanda, con la 
explotación de establecimientos SOL RIO Y LUNA MARES y el hotel 
PARADISUS RIO DE ORO ubicados en las propiedades de mi mandante 
confiscadas por el Gobierno de la República de Cuba, que se determinaran 
en fase de prueba, y se fijan indiciariamente en la cantidad de DIEZ MILLONES 
DE EUROS.” 

 
3. La República de Cuba ha hecho saber por la vía diplomática adecuada 

que está en juego su inmunidad de jurisdicción. 
 
4. El Auto de 3 de mayo de 2021 del Juzgado lo razona con claridad y rigor. 
 
5. También lo sostiene el Informe de la Asesoría Jurídica Internacional del 

Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación del Reino de España. 
 
6. Y a todo ello cabe añadir que no consta, por lo demás, que en este 

procedimiento se haya hecho cuestión de que el acto iure imperii de la República 
de Cuba, en ejercicio de su soberanía, haya tenido ningún efecto extraterritorial, 
ni desde luego que lo haya tenido en España. 

 
7. En estas condiciones, y teniendo en cuenta que el Estado cubano ha sido 

demandado y que este ya ha manifestado su posición, no ha de hacer esta parte 
mayores consideraciones sobre este concreto extremo. No compete a Gaviota 
atribuirse la defensa de la inmunidad de jurisdicción de la República de Cuba 
ante los tribunales españoles, más allá de las someras consideraciones expuestas. 
 

V.3. Argumentación y conclusión: la falta de jurisdicción por inmunidad 
de jurisdicción de la República de Cuba se extiende a Gaviota y a Meliá por la 
existencia de un litisconsorcio pasivo necesario. 
 

1. Se podría decir que, sentadas las premisas, la conclusión se impone por 
sí sola, sin necesidad de argumentación. Casi podríamos terminar aquí. Es 
además la conclusión que ya alcanzó el Juzgado en el tan citado Auto de 3 de 
mayo de 2021. Obviaremos una cita ritual en aras de la brevedad y concisión. El 
Juzgado conoce sus apreciaciones mejor que nosotros. 
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2. No obstante, nos permitiremos trasladar al Juzgado algunas 
consideraciones, dada la evidente relevancia de la cuestión para mi mandante. 

 
3. La cuestión de qué debe pasar cuando se da una falta de jurisdicción por 

inmunidad de jurisdicción en casos de litisconsorcio pasivo no permite más que 
una solución. En todo caso, aunque no ha sido objeto, en lo que nos consta, de 
pronunciamientos judiciales, sí hay algunas referencias en la doctrina que, 
aunque breves, son de todo punto relevantes por su autoridad. Y ello tanto desde 
el punto de vista de la inmunidad de jurisdicción, como desde el punto de vista 
del litisconsorcio pasivo necesario. 

 
4. Desde el punto de vista de la inmunidad de jurisdicción, ha tomado 

postura Fernando Gascón Inchausti, en su monografía Inmunidades procesales y 
tutela judicial frente a Estados extranjeros, Navarra, 2008. Afirma el Profesor Gascón 
(pag. 159): “Suponiendo que entre los varios demandados necesarios se encuentre un 
Estado –o una empresa pública– facultado para beneficiarse de la inmunidad de 
jurisdicción, hay que sentar como regla general que el proceso no podrá sustanciarse 
válidamente, salvo renuncia del Estado a su inmunidad. En efecto, el enjuiciamiento de 
la cuestión controvertida requiere forzosamente emitir un pronunciamiento que afecte al 
Estado extranjero que se beneficia de la inmunidad, y hacerlo sin su consentimiento 
expreso o tácito chocaría con la normativa sobre esta materia. De este modo, la inmunidad 
de que se beneficia uno de los codemandados se extiende a los demás, como consecuencia 
de la inescindibilidad del pronunciamiento jurídico solicitado por el actor al tribunal.” La 
monografía del profesor Gascón es sin duda una de las obras básicas sobre la 
inmunidad de jurisdicción, incluso aunque sea anterior a la LCJI y a la LO 
16/2015, y es desde luego la obra de referencia en el tratamiento procesal de la 
institución. 

 
 5. Desde el punto de vista del tratamiento procesal del litisconsorcio 

pasivo necesario resulta también muy ilustrativa esta cita de Julio Banacloche 
Palao (en Julio Banacloche Palao, Fernando Gascón Inchausti, Álvaro Gutiérrez 
Berlinches y Enrique Vallines García, El tratamiento de las cuestiones procesales y la 
audiencia previa al juicio en la Ley de Enjuiciamiento civil, con introducción de 
Andrés de la Oliva Santos, 2ª edición, Madrid, 2009, págs. 242 y 243): 

 
“Tampoco se ha previsto expresamente por la Ley la posibilidad de que como 

consecuencia de la extensión del ámbito subjetivo del proceso por la estimación de una 
exceptio plurium litisconsortium, puedan verse afectadas la jurisdicción o la competencia 
del tribunal para conocer del asunto. Así sucederá, por ejemplo, si el litisconsorte 
preterido es una Administración Pública y se trata de una demanda de responsabilidad 
civil patrimonial, en cuyo caso el enjuiciamiento del asunto corresponderá a los tribunales 
del orden contencioso administrativo; o también si el nuevo codemandado es un aforado 
y su incorporación al proceso provoca una alteración en la competencia objetiva. 

 
Antes que nada, ha de señalarse que no puede operar en estos supuestos la 

perpetuatio iurisdictionis, pues lo impide el hecho de que se haya formulado una nueva 
demanda, aunque sólo afecte al litisconsorte preterido (argumento ex artículos 410 y 411 
LEC, a sensu contrario). Hay que asumir, por tanto, que la nueva configuración del objeto 
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del proceso en lo que atañe a la parte demandada obliga a redefinir si concurren o no los 
presupuestos procesales relativos a la jurisdicción y competencia del tribunal, y a obrar 
en consecuencia: así, aunque resulte paradójico, la estimación de esta alegación de la parte 
demandada puede acabar provocando un sobreseimiento del proceso en su conjunto, 
incluso aunque el actor reconociera la irregular constitución de la litis estuviera dispuesto 
a remediarla. En efecto: 

 
-El tribunal, de oficio, una vez estimada la exceptio plurium litisconsortium, 

debería asimismo apreciar su eventual falta de jurisdicción o competencia objetiva y por 
ende abstenerse de seguir conociendo del proceso. 

 
-Asimismo, la parte demandada podrá oponer en su caso la declinatoria, si el 

tribunal no se ha abstenido de seguir conociendo del asunto. Es más, resulta razonable 
entender que el derecho a proponer declinatoria corresponde no solo al nuevo demandado, 
sino también al demandado inicial dado precisamente el cambio de circunstancias y su 
incidencia sobre presupuestos procesales de orden público.” 

 
El profesor Banacloche no cita expresamente el caso de litisconsorcio 

pasivo necesario unido a inmunidad de jurisdicción, pero parecería que sus 
consideraciones  estuvieran hechas avant la lettre para un caso como el presente. 

 
6. Lo que existe claramente es una inescindibilidad de los 

pronunciamientos que se piden frente a las tres codemandadas. No puede 
entrarse en el fondo de lo pedido frente a Meliá sin entrar a conocer de la licitud 
de la nacionalización de los terrenos. Es más, sin esa cuestión, no hay pleito. La 
actora no cuestiona en absoluto la licitud de las demás titularidades jurídico-
reales existentes, ni tampoco imputa ilicitud alguna a la relación jurídico-
contractual entre Gaviota y Meliá. Ninguna de las transmisiones de la propiedad, 
ni la constitución de derechos reales, ni ninguno de los contratos, son puestos en 
tela de juicio en esta litis. Sin entrar a conocer de la licitud de la nacionalización 
de los terrenos, la sentencia deviene imposible, en el sentido de que no puede ser 
dictada. Estamos ante un ejemplo claro, cuando no un paradigma, de 
pronunciamiento inescindible. 
 

7. Piénsese que si esta litis hubiera sido constituida regularmente ab initio 
y las peticiones de la demanda se hubieran formulado sin ambigüedad, nos 
habríamos debido encontrar con una demanda dirigida frente a las tres 
codemandadas y en la que frente a la República de Cuba y frente a Gaviota se 
habrían formulado pretensiones merodeclarativas. Así, frente a la República de 
Cuba se habría debido formular una pretensión merodeclarativa de ilicitud de la 
nacionalización. En tal caso, con las cartas boca arriba desde el principio, la falta 
de jurisdicción habría resultado patente. Pues exactamente lo mismo ocurre una 
vez que la actora ha optado por dirigir su demanda contra la República de Cuba 
y Gaviota, aceptando la existencia de un litisconsorcio pasivo necesario y sin 
recurrir la decisión del Juzgado. Significa que, aun sobrevenidamente, la actora 
convierte en propia la decisión del Juzgado de que debió dirigir su demanda, tal 
y como estaba planteada, también contra esas dos codemandadas desde el 
comienzo mismo de la litis. 
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8. Nótese que la merodeclaración de la ilicitud de la nacionalización es la 

acción que realmente se ejercita frente a las tres codemandadas. Frente a Meliá se 
pide también una merodeclaración de enriquecimiento injusto y una condena al 
pago de cantidad (aún pendiente de cuantificar). Pues bien, siendo esto así, la 
declaración de la ilicitud de la nacionalización es la acción principal, en el sentido 
clásico que las normas procesales civiles dan a esta expresión: es acción principal 
la que es base de las demás. Y no se puede poner seriamente en duda que la causa 
de pedir de esa acción principal abarca hechos y fundamentos jurídicos cuyo 
conocimiento por los tribunales españoles supondría una flagrante vulneración 
de la inmunidad de jurisdicción de un Estado extranjero. 

 
9. En fin, por último y por apurar los argumentos, por reducción al 

absurdo, en este caso no solo el pronunciamiento es inescindible, sino que se da 
la particularidad de que el poder de disposición sobre el objeto de esa acción 
principal recae solo sobre uno de los litisconsortes: la República de Cuba. Meliá 
y Gaviota carecen de poder de disposición sobre la cuestión de la licitud de la 
afirmada confiscación. Así, por ejemplo, es obvio que no podrían allanarse. Todo 
abunda en el carácter nuclear para el fondo de la controversia de esa cuestión, 
sobre la que, de forma patente, concurre inmunidad de jurisdicción de la 
República de Cuba. 

 
 

VI. FALTA DE COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS 
TRIBUNALES ESPAÑOLES 

 
VI. 1. Preliminar 
 
1. Incluso al margen de su falta de jurisdicción, los tribunales españoles 

carecen de competencia judicial internacional, tanto frente a la República de 
Cuba como frente a Gaviota. Estas alegaciones se hacen con carácter subsidiario, 
por lo que solo deberán ser tenidas en cuenta si se considerara que los tribunales 
españoles tienen jurisdicción. Ya lo señaló con todo acierto el Juzgado en el Auto 
de 3 de mayo de 2021: “Una vez declarada la falta de jurisdicción, no resulta ya 
necesario entrar a valorar la posible falta de competencia internacional de este 
Juzgado, por ser la jurisdicción una condición previa a la competencia”. 
 
 2. Gaviota es consciente de que la Audiencia Provincial de Palma de 
Mallorca en su Auto de 18 de marzo de 2020 estimó la apelación presentada 
frente a la estimación de la declinatoria por parte del Juzgado y declaró que los 
tribunales españoles sí tienen competencia internacional. Pero, también, ya se ha 
puesto de manifiesto cómo la Audiencia tuvo en cuenta como elemento decisivo 
que la República de Cuba y Gaviota no eran parte del procedimiento en ese 
momento. Pues bien, además de la esencial relevancia, que, como hemos visto, 
eso tiene a efectos de tener en cuenta la inmunidad de jurisdicción de la 
República de Cuba y sus efectos en una situación litisconsorcial, esto significa 
que Gaviota no ha podido, por la evolución procesal del caso, hacer alegaciones 
sobre la falta de competencia internacional antes de que se tomaran decisiones al 
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respecto. Aun así, no es intención de Gaviota replantear íntegramente el tema de 
la falta de competencia internacional. Lo que sí hemos de hacer, con respeto a la 
decisión de la Audiencia, es poner de manifiesto que hay dos circunstancias 
novedosas que no pudieron ser tenidas en cuenta, en su momento, por la 
Audiencia Provincial de Palma de Mallorca en su Auto de 18 de marzo de 2020, 
y que, cabalmente, deberían conducir ahora a conclusiones distintas a las 
alcanzadas en su momento. 
 

VI. 2. Los tribunales españoles carecen de competencia judicial 
internacional para enjuiciar la pretensión ejercitada frente a Gaviota de que se 
la “condene a pasar por el pronunciamiento de condena” frente a Meliá, porque 
se trata de una acción de enriquecimiento injusto vinculada con una relación 
jurídica preexistente de naturaleza real inmobiliaria, lo que en todo caso exige 
contradecir un derecho de propiedad de un bien radicado en el extranjero. 
 
 1. En diciembre de 2021 el Tribunal de Justicia de la Unión Europea sentó 
una doctrina vinculante sobre la interpretación de los foros de competencia 
judicial internacional en materia de enriquecimiento injusto a través de la 
Sentencia TJUE (Sala Cuarta) de 9 de diciembre de 2021 (As. C-242/20: “Hrvatske 
Šume D.O.O., Zagreb/BP Europa SE”). 
 

2. En dicha decisión, el TJUE establece, por una parte, que la competencia 
judicial internacional en supuestos de enriquecimiento injusto derivados de una 
relación jurídica preexistente sigue los foros de competencia propios de dicha 
relación jurídica: 

“47. (…) las acciones de restitución por razón de enriquecimiento injusto 
pueden, en determinadas circunstancias, presentar una estrecha vinculación con 
una relación contractual entre las partes del litigio y, por consiguiente, 
considerarse comprendidas en la «materia contractual», en el sentido del artículo 
5, punto 1, letra a), de ese Reglamento. 

48. Entre estas circunstancias figura la de que la acción de restitución por 
razón de enriquecimiento injusto esté vinculada con una relación contractual 
preexistente entre las partes…”.  

3. El TJUE sustenta esta atracción de los foros de competencia judicial 
internacional propios de la relación jurídica preexistente, en el supuesto concreto 
de naturaleza contractual, en una doble razón: por una parte, el enriquecimiento 
se vincula de forma estrecha con la dinámica del contrato, su validez, su ejecución 
o su frustración, por lo que una buena organización del proceso aconseja tal 
extensión del foro; por otra parte, el enriquecimiento solo se concibe en el marco 
de la relación contractual entre las partes, por lo que el foro contractual es el que 
mejor atiende a su propia previsibilidad y a su seguridad jurídica subjetiva: 

“50. Por lo demás, tal vinculación resulta conforme con los objetivos de 
proximidad y de buena administración de la justicia, perseguidos por el artículo 
5, punto 1, letra a), del Reglamento nº. 44/2001, que implican que el juez del 
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contrato pueda pronunciarse sobre las consecuencias de su invalidez, su 
incumplimiento o su «cumplimiento en exceso» y, por tanto, sobre las posibles 
restituciones que se deriven de ello, puesto que existe un vínculo de conexión 
particularmente estrecho entre la demanda y el tribunal del lugar en el que se ha 
cumplido o debe cumplirse la obligación que sirve de base a dicha demanda, en el 
sentido de esa disposición.” 

4. Para los casos en que no exista una relación jurídica preexistente, el 
TJUE establece una doctrina que viene a corregir una interpretación que recogía 
el Auto de la Audiencia Provincial de Palma de Mallorca (sección 3ª) núm. 
66/2020, de 18 de marzo de 2020, en el sentido de que no cabe recurrir 
residualmente al foro especial en materia de obligaciones extracontractuales, que 
no tiene una vis atractiva, sino que la calificación extracontractual requiere, a 
juicio del TJUE, que exista una imputabilidad del demandado, por acción u 
omisión contraria a la ley o a una obligación, que es causa generadora de un daño 
para el demandante, concluyendo que: 

“56. Por lo tanto, una acción de restitución por razón de enriquecimiento 
injusto no puede estar comprendida en la materia delictual o cuasidelictual, en 
el sentido del artículo 5, punto 3, del Reglamento nº. 44/2001.” 

5. Descartada en todo caso la calificación extracontractual como residual, 
si la acción de enriquecimiento injusto no está estrechamente conectada con una 
obligación jurídica preexistente, la ausencia de foro especial implicará que 
únicamente cabe recurrir al foro del domicilio del demandado: 

“59. En tal situación, una acción de restitución por razón de enriquecimiento 
injusto es competencia de los órganos jurisdiccionales del Estado miembro del 
domicilio del demandado, conforme a la regla general establecida en el artículo 
2, apartado 1, del Reglamento nº. 44/2001.” 

6. Aplicado el criterio del TJUE, no solo cabe seguir los foros de 
competencia específicos en materia contractual cuando el enriquecimiento traiga 
causa, por ejemplo, en la nulidad, ejecución o frustración de un contrato entre las 
partes, sino que debe recurrirse al foro especial de la relación jurídica preexistente 
cuando se origine como consecuencia indefectible de una relación jurídica previa 
de naturaleza no contractual (hecho ilícito imputable al demandado), fiduciaria 
(trust), familiar (disposiciones de bienes de la comunidad conyugal) o real (ya sea 
por utilización de la propiedad mobiliaria o inmobiliaria ajena, la propiedad 
intelectual o industrial, etc.). 

7. Resulta inconcuso en este caso, y así ha sido admitido tanto por el 
Juzgado como por la Audiencia Provincial, que concurre una inevitable 
prejudicialidad de la determinación de la propiedad y de la posesión legítima de 
los bienes, cuya utilización por Meliá y Gaviota habría dado lugar al afirmado 
enriquecimiento injustificado de aquella. En consecuencia, la doctrina del TJUE 
en el caso Hrvatske apuntala, precisamente, la vis atractiva del foro especial en 
materia de derechos reales inmobiliarios. Existe una relación jurídico-real 
preexistente que debe dilucidar los títulos reales que ostentan demandante y 
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demandados respecto de un bien, y de cuyo resultado traería causa una eventual 
reclamación de enriquecimiento injustificado por parte de Meliá. Al respecto, 
recuérdese, que la estimación del suplico de la demanda, dada su literalidad, 
comportaría el reconocimiento de que hubo una "confiscación" de los terrenos y 
de su titularidad en favor de la actora (“ubicados en las propiedades de mi 
mandante confiscadas por el Gobierno de la República de Cuba”). Sin embargo, 
no es controvertido que esos terrenos son actualmente propiedad de la República 
de Cuba. 

8. En consecuencia, la competencia judicial internacional para una acción 
de enriquecimiento injusto vinculada a una relación jurídica preexistente de 
naturaleza real inmobiliaria debe seguir los foros previstos en materia de 
derechos reales inmobiliarios. Siendo tales foros especiales exclusivos, el único 
criterio de competencia admisible es la situación de los bienes inmuebles en 
territorio español (que no es el caso), pues es dicha conexión la que garantiza la 
previsibilidad de las partes y una buena organización del proceso.  

 
9. Los argumentos señalados en el marco del Derecho europeo en favor de 

la competencia extendida del Estado del lugar de situación del inmueble son 
asimismo sostenibles en el marco del sistema autónomo español de competencia 
judicial internacional. En efecto, por lo que respecta a Gaviota, dado que su 
domicilio se encuentra fuera de los Estados parte del Reglamento “Bruselas I 
bis”, los argumentos señalados deben hacerse extensibles en relación con el juego 
de los foros de competencia contemplados en el artículo 22 ter (foro general del 
domicilio del demandado) y 22 quinquies b) (foro especial en materia de 
obligaciones extracontractuales) de la LOPJ, en la redacción dada por la LO 
7/2015. 

VI.3. La competencia judicial internacional frente a Gaviota no puede 
fundarse en el foro de la pluralidad de demandados. 

1. La segunda circunstancia sobrevenida que no pudo tener en cuenta la 
Audiencia Provincial de Palma de Mallorca al pronunciarse sobre la declinatoria 
internacional se debe a la configuración de la relación procesal a través de una 
pluralidad de demandados. 

2. Como se desprende de lo ya dicho, a partir del caso Hrvatske, no existe 
ningún foro especial por razón de la materia que justifique la competencia de los 
tribunales españoles frente a Gaviota. 

3. Incluso si no se estima la incompetencia para la acción de 
enriquecimiento injusto sobre la base de la relación jurídica real inmobiliaria 
preexistente, ya se ha dejado claro que el TJUE, en ausencia de tal relación, 
impide el recurso al foro en materia de obligaciones no contractuales o 
responsabilidad extracontractual por daños. Incluso si se aplicara el foro previsto 
en el artículo 7.2º. del Reglamento “Bruselas I bis” o en el artículo 22 quinquies 
b) de la LOPJ, el hecho dañoso se habría producido en Cuba y nunca en España, 
el acontecimiento causal (la expropiación) tuvo lugar en Cuba respecto de bienes 
situados en Cuba. Por otra parte, el daño directo (la pérdida patrimonial) a la 
víctima directa (Santa Lucía Company, S.A. y Sánchez Hermanos) se produjo 
asimismo en Cuba. En consecuencia, Gaviota solo puede ser traída al 
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procedimiento a través de una de las denominadas “competencias derivadas”, 
en concreto, de aquella que permite incorporar al procedimiento a un 
codemandado no domiciliado en el foro sobre la base del domicilio en el foro de 
otro de los codemandados (artículo 8.1º. del Reglamento “Bruselas I bis” y 
artículo 22.3º. de la LOPJ). 

4. El riesgo de fraude y de vulneración de los derechos de defensa implica 
una interpretación restrictiva de este foro, con el fin de evitar que se recurra a 
una vinculación artificiosa para vulnerar el foro general del domicilio del 
demandado imponiendo una carga procesal irrazonable al demandado no 
domiciliado en el foro. El propio artículo 8.1º. del Reglamento “Bruselas I bis” 
incorpora expresamente esta exigencia, que ya había establecido el TJUE en la 
jurisprudencia sobre la regulación más lacónica del Convenio de Bruselas de 
1968, al establecer: 

“Una persona domiciliada en un Estado miembro también podrá ser 
demandada: (…) Si hay varios demandados, ante el órgano jurisdiccional del 
domicilio de cualquier de ellos, siempre que las demandas estén vinculadas entre 
sí por una relación tan estrecha que resulte oportuno tramitarlas y juzgarlas al 
mismo tiempo a fin de evitar resoluciones que podrían ser contradictorias si se 
juzgase los asuntos separadamente”. 

5. En el sistema español, tanto la doctrina como la jurisprudencia 
apuntaban a una solución inspirada, por analogía, en el art. 6.1º del Reglamento 
44/2001 («Bruselas I»), como se desprende, por ejemplo, de la sentencia de la 
Audiencia Provincial de Barcelona (sección 16ª) núm. 91/2006, de 5 de abril, que 
finalmente ha sido recogida en el párrafo tercero del artículo 22 ter de la LOPJ, 
tras su reforma en 2015: 

“3. En caso de pluralidad de demandados, serán competentes los tribunales 
españoles cuando al menos uno de ellos tenga su domicilio en España, siempre 
que se ejercite una sola acción o varias entre las que exista un nexo por razón del 
título o causa de pedir que aconsejen su acumulación”. 

6. En cualquiera de ambos regímenes (europeo o autónomo), no obstante, 
el control de conexidad persigue evitar el forum shopping y el abuso a que podría 
conducir la acumulación de acciones sin una razón suficiente, imponiendo al 
demandado domiciliado en un tercer Estado una carga procesal irrazonable.  
Sobre la base de este principio de interpretación restrictiva, es imprescindible no 
solo que exista una conexidad entre las peticiones que se formulan contra los 
distintos demandados que implique una divergencia potencial en la solución del 
litigio, sino que hace falta también que tal divergencia se inscriba en el marco de 
una misma situación de hecho y de Derecho, como subraya la jurisprudencia 
europea (Sentencia del TJCE de 13 de julio de 2006 (As. C-539/03: “Roche 
Nederland BV/Frederick Primus y Milton Goldenberg”); sentencia del TJUE de 12 de 
julio de 2012 (As. C-616/10: “Solvay SA/Honeywell”); sentencia del TJUE (Sala 
Primera) de 20 de abril de 2016 (As. C-366/13: “Profit Investment SIM SpA/Stefano 
Ossi y otros”); sentencia del TJUE (Sala Segunda) de 27 de septiembre de 2017 
(Ass. C-24 y 25/2016: “Nintendo/Big Ben”) y la sentencia del Tribunal Supremo 
(Sala de lo Civil) núm. 1/2017, de 10 de enero de 2017 (fundamento de derecho 
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9º) y sintetiza, por ejemplo, la sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante 
(sección 8ª) núm. 32/2014, de 13 de febrero (ECLI:ES:APA.2014.251) en su 
fundamento de derecho segundo: 

“Lo relevante, a los efectos de aplicación de la excepción del art. 6.1 Rgto., es 
que las decisiones que pudieran adoptarse, de tramitar las demandas 
separadamente, sean inconciliables, lo cual no exige que pueda existir una mera 
divergencia en la solución del litigio, sino que hace falta que dicha divergencia 
se inscriba en el marco de una misma situación de hecho y de derecho (apartado 
79 STJUE de 1 de diciembre del 2011 y sentencia Freeport, antes citada, apartado 
40).” 

7. La imposición de la competencia judicial internacional de los tribunales 
españoles frente a Gaviota sobre la exclusiva base del foro de pluralidad de 
demandados vulnera la interpretación restrictiva requerida por la jurisprudencia 
europea y nacional, imponiendo costes y cargas procesales irrazonables a 
Gaviota, sin que se aprecie riesgo alguno de eventuales decisiones 
contradictorias y una potencial divergencia en la solución de un litigio separado 
emprendido eventualmente contra Gaviota. 

8. En efecto, como se comprueba fácilmente a la luz de las pretensiones de 
la demandante, no existe una petición de restitución por enriquecimiento injusto 
más que frente a Meliá. No hay, por tanto, una misma situación de hecho ni de 
Derecho en las posiciones como demandadas de Meliá y de Gaviota ni se juzga 
la conducta, mala fe o responsabilidad de esta última en un potencial 
aprovechamiento o utilización abusiva de los bienes que se dicen confiscados por 
el Estado de Cuba. La propia demandante reconoce, pues, que en el litigio no se 
da la misma situación ni de hecho ni de Derecho frente a Meliá y Gaviota. 

 

VII. SUPLICO 

En virtud de lo expuesto, 

SUPLICO AL JUZGADO que tenga por comparecida a Gaviota en el presente 
procedimiento y por presentada en tiempo y forma declinatoria; y que previos 
los trámites legales dicte auto por el que declare la falta de jurisdicción de los 
tribunales españoles para conocer de la demanda y, en su defecto, su falta de 
competencia internacional, y acuerde el sobreseimiento, con condena en costas a 
la actora. 

Es justicia. Palma de Mallorca, 26 de septiembre de 2022. 

 

VIII. OTROSÍES 

PRIMER OTROSÍ DIGO que Gaviota comparece en un procedimiento en que 
está incoado y pendiente un incidente ex officio cuyo objeto es la falta de 
jurisdicción y de competencia internacional de los tribunales españoles; y se le ha 
dado traslado de la providencia por la que se emplaza a las partes para hacer 
alegaciones. Si el Juzgado considerara que ese incidente debe ser resuelto con 
carácter previo a la incoación de esta declinatoria, Gaviota no se opone a ello y 
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pide al Juzgado que tenga en cuenta las alegaciones de esta declinatoria a los 
meros efectos de hacer valer la falta de jurisdicción y de competencia 
internacional de los tribunales españoles en ese incidente. 

SUPLICO AL JUZGADO que tenga por hecha la anterior manifestación a los 
efectos legales oportunos.  

 

SEGUNDO OTROSÍ DIGO que a los efectos de lo dispuesto en el artículo 
231 LEC se pone de manifiesto expresamente la voluntad de esta parte de 
subsanar cualquier defecto en que se pudiera haber incurrido.  

SUPLICO AL JUZGADO que tenga por hecha esta manifestación a los efectos 
que resulten oportunos. 

 

Es justicia que reitero en el lugar y fecha arriba indicados. 
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Índice de documentos que se acompañan.- 
 
Documento núm. 1: Poder notarial para pleitos. 
Documento núm. 2: Copia del Acta de Entrega de Documentos realizada por la 
Sala de lo Mercantil del Tribunal Supremo Popular de la República de Cuba. 
Documento núm. 3: Copia de la Carta del Presidente Ejecutivo de Gaviota al 
Ministro de Relaciones Exteriores de la República de Cuba y de la Carta de 
respuesta. 
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